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1. Resumen 

 

Ante los reconocidos casos de corrupción en la contratación públ ica en 

Colombia, las diferentes fuentes del derecho ha establecido principios 

rectores hoy condensado en leyes y decretos en mater ia de contratación 

estatal,  que ponen a consideración de la parte contratante  del Estado la 

ut i l ización  de la agencia nacional de contratación públ ica  de Colombia 

Compra ef ic iente y sus Acuerdos Marco de precios  vigentes como herramienta 

de contratación públ ica, con la que se establece condiciones estándares de 

compra, y cuyo pr incipal objeto es la sat isfacción de las necesidades 

colect ivas y de interés general  con mayor agi l idad y transparencia .  

La presente invest igación tuvo como objet ivo examinar si los acuerdos 

marco de precios son un mecanismo efect ivo para evitar la corrupción en la 

contratación estatal en Colombia. En donde se abarcaron temas relevantes 

como lo son los antecedentes históricos de la corrupción en la humanidad y su 

preexistencia en diferentes civi l izaciones. Los mecanismos de control 

existentes en Colombia para contrarrestar la corrupción en la contratación 

estatal y el protagónico papel de los acuerdos marco de precio en la bu sque 

del ideal de just icia, transparencia y debido proceso.  

Con el presente artículo se concluyó, que los acuerdo marco de precio 

son un mecanismo efect ivo que ha mermado en gran medida la corrupción en 

el País. Impidiendo el amañamiento y direccionamiento de los procesos 

contractuales, el arreglo de pl iego de condiciones a determinados contrat ista  

y el inf lar los costos de los bienes y/o servic ios a contratar . Que, aun cuando 

no es posible af irmar que no se presentan caso de corrupción en la 
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contratación públ ica,  este mecanismo es una l imitante para direccionar los 

contratos, ya que a t ravés de esta herramienta para que  el Estado agregue 

demanda, coordine y optimice el valor de las compras de bienes, obras o 

servic ios de las Entidades Estatales , logrando benef ic ios como: producir 

economías de escala, incrementar el poder de negociación del Estado y 

Compart ir  costos y conocimiento entre las diferentes agencias o 

departamentos del Estado.  

 

Palabras clave:  contratación estatal,  acuerdos marco de precios, 

contratación, colombia compra ef ic iente, contratación públ ica,  modal idades de 

selección del contrat ista, derecho administrat ivo, corrupción.  

 

Abstract  

 

In response to the wel l -documented instances of corruption in publ ic 

procurement in Colombia, the var ious sources of law have art iculated guiding 

principles—now codif ied in statutes and regulatory decrees governing State 

contract ing— that recommend the use of the Nat ional Publ ic Procurement 

Agency, Colombia Compra Efic iente, and its current Framework Agreements as 

an instrument of public procurement. These agreements establish 

standardized purchasing condit ions, and their pr imary purpose is to ensure the 

fulf i l lment of collect ive needs and the publ ic interest with greater eff ic iency, 

integr ity, and transparency.  
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This research sought to determine whether Framework Agreements 

constitute an effect ive mechanism for preventing corruption in State 

contract ing in Colombia. The study addressed key topics such as the historical 

antecedents of corruption throughout human ci v i l izat ion and its recurrence 

across dif ferent societ ies; the control mechanisms currently in place in 

Colombia to counteract corruption in public procurement; and the pivotal role 

of Framework Agreements in the pursuit  of just ice, transparency, and due 

process.  

 

The f indings of this study indicate that Framework Agreements are an 

effect ive mechanism that has substantial ly reduced corrupt ion in the country. 

They hinder the manipulat ion and undue inf luence of procurement processes, 

the tai lor ing of bidding documents  to favor specif ic contractors, and the 

art if ic ial inf lat ion of prices for goods and/or services to be procured. Although 

it  cannot be asserted that corrupt ion has been entirely el iminated from public 

contract ing, this mechanism constrains opportunit ies fo r steer ing contracts by 

enabl ing the State to aggregate demand, coordinate procurement efforts, and 

optimize the value of  purchases of goods, works, and services by public 

entit ies. As a result ,  i t  generates benef its such as economies of scale, 

increased State bargaining power, and the sharing of costs and expert ise 

among governmental agencies and departments.  

 

Keywords:  state contract ing, price framework agreements, contract ing, 

Colombia eff icient purchase, public contract ing, contractor select ion 

modalit ies, administrat ive law, corrupt ion.  
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2. Metodología 

 

El t ipo de invest igación es jurídica con enfoque cual itat ivo, en la cual se 

real izó a través de un artículo de revisión bibl iográf ica. Para la recopilación 

de dicho mater ial documental fue necesario apoyarme en la herramienta 

“Google académico” ,  normativ idad vigente y diferentes paginas web. Que de 

acuerdo, con la lectura de cada uno iba real izando f i l t ro sobre lo que aportaría 

o no a desarrollar el presente artículo, con la definic ión y respuesta a los 

interrogantes planteados.  Sin dejar de lado el anál isis de la variabi l idad, 

f iabi l idad y val idez las fuentes.  

 

 

3. Resultados  

 

3.1. Antecedentes históricos de la corrupción :  

  Como todo concepto derivado de la misma formación y estructuración 

de los Estados, los orígenes se remontan a los pr imeros pasos dados por el 

hombre en mater ia de organización, ref ir iéndose a hitos marcados por los 

Persas, Fenicios, Chinos, Romanos, Griegos, con sus  incontables e 

importantes legados en Constitucional idad y Administración del Estado e n 

sistemas cada vez más centrados en la Gerencia Pública y Gobernabi l idad.  

El paso por diferentes culturas permit ir ía extraer valiosos elementos que 

simplemente remiten a los legisladores y Administradores actuales a 

referentes tan senci l los como signif icat ivos  que como resaltaba Confucio en 
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sus reglas sobre la administración del imperio  resumirían fácilmente el objeto 

del presente estudio: “Será la preocupación del Gobierno, el mejoramiento 

económico del Pueblo”  (Bernal,  2008) no su evidente detr imento a pesar de lo 

consagrado en el artículo 209 de la Constitución Polít ica de Colombia “La 

función administrat iva está al servicio de los intereses generales y se 

desarrol la con fundamento en los pr incipios de igualdad, moralidad, e f icacia, 

economía, celer idad, imparcialidad y publ ic idad, mediante la 

descentral ización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las 

autoridades administrat ivas deben coordinar sus actuaciones para el 

adecuado cumplimiento de los f ines del Estado . La administración públ ica, en 

todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos 

que señale la ley”  (CPC, 1991)  

 

Habiendo planteado lo anterior, es necesario establecer que en  el 

estudio de los temas de Contratación estatal en Colombia es dif íci l  al intentar  

profundizar en lecturas bibl iográf icas y no encontrase en el devenir histórico 

con  una frecuente e ineludible correlación con la corrupción, la cual es 

considerada uno de los principales problemas de gobierno hoy en día y 

definida como: “el abuso de poder por beneficio personal, la cual se puede 

referir  tanto al sector públ ico como al sector privado de donde sur gen 

diferentes def inic iones, comportamientos incluidos bajo el término general y 

no bajo el consenso real o su signif icado preciso”  (Uribe, 2019) por un lado y 

por otro lado encontrar  múlt iples var iables que dependen del desarrol lo mismo 

de los Estados.  
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  Autores como Daniel Kaufman muestran una “relación entre el desarrol lo 

socioeconómico, inequidad, pobreza y corrupción ”(Kaufman citado por Ur ibe - 

op cit ) ,  mientras que Uslaner y Glaesner hablan de la trampa de la inequidad 

donde “aquel los países con peor índice de percepción de la corrupción son 

también aquel los que t ienen los más altos niveles de inequidad  (Uslaner 

citado por Ur ibe-op.cit )”   

Así las cosas, el fenómeno o f lagelo de la corrupción, se encuentra 

presente desde la misma formación del Estado,  Contrapuesto al ideal de los 

ciudadanos de demandar de sus administradores, la mayor honestidad, ét ica y 

profesional ismo, lo cual a  su vez afecta la estabil idad de los sistemas 

polí t icos, la credibi l idad de sus actores y acciones, la integr idad y verdaderos 

intereses de quienes manejan los hilos del  poder lesionando las economías  y  

la percepción de la sociedad haciendo  a su vez   más necesario que se 

analice a la luz de la moral y la ét ica, entendiendo las necesidades y 

formulando estrategias integrales encaminadas a su control y a futuro su 

definit iva erradicación aceptando pues,  que “La corrupción engendra 

corrupción, y a una velocidad más rápida que a la que la democracia puede 

defenderse. Este abuso causa inestabi l idad polí t ica y socava la 

inst itucional idad formal mientras construye una paralela, caracterizada por 

malas práct icas contagiosas”  (  IDEC- CIDH, 2018)  

De esta manera, dicha búsqueda es, no solo   un utópico ideal s i no   

más bien se esgrime como una imperat iva real idad la cual s i  se puede 

conseguir pero comprometiendo la conciencia, estableciendo parámetros 

morales y haciéndolos cumplir,  con perseverancia y observancia del norte,   

trazando y respetando una línea de pasos consecut ivos amparados y 
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enriquecidos por una bl indada y  robustamente edif icada Constitución  Polí t ica 

del País.   

a. Los acuerdos marco de precio como mecanismo efect ivo para frenar 

la corrupción.  

 

Por su gran importancia, la Contratación Públ ica través de los años ha 

sido objeto y sujeto dinámico de la inf luencia internacional,  s iendo destino 

obl igado bajo la lupa de los entes rectores  de legislación y acuerdos 

internacionales,  “ jur isprudencia de órganos con jurisdicción internacional,  

recomendaciones, donde se f i jaron principios generales y l ineamientos en la 

activ idad contractual interna de los países”  (Correa, 2020) acompañando su 

evolución y decantación mediante procesos de arduos anális is y del imitación 

continuos.  

 

Tal como se esbozó de manera prel iminar,  al encontrar que no se 

cuenta  entre sus propias fuentes y  organizaciones con la total idad de las 

opciones de suministro existentes dentro del sector públ ico, el  Estado se ve 

en la opción de contratar con el sector privado aquel las obras, gestiones, 

compromisos que son necesarias , pues son  “act iv idades donde es solamente 

con el concurso de proveedores que puede satisfacer esas necesidades de 

servic io, obras, consultorías y otras modalidades en donde el sector priv ado 

cuenta con los medios, recursos, exper iencia y capacidad de atender esos 

requer imientos de las entidades públ icas”  (Durán, Reyes, & Delgado, 2021) .  
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Y aunque en otras lat itudes, se podría hablar de este proceso de 

adquisic ión de manera normal o regular bajo senci l los mecanismos de  oferta 

y demanda que garanticen la compra más ef ic iente y apropiada, sin embargo 

al  asociar las característ icas de la balanza de adquisiciones a la luz de la 

histor ia contractual de  Colombia,  es dif íci l ais lar dicho anál isis s in evidenciar 

los incontables casos de sobornos,  despilfarro, elefantes blancos, 

contrataciones amañadas, déf ic it  en la calidad del producto o servic io f inal  y 

en general,  detr imento del patr imonio públ ico, los cuales claramente  han 

manchado y marcado negat ivamente  la histor ia de la contratación con el 

cáncer de la temible corrupción  que se ha hecho cada vez más evidente con la 

evolución y globalización de los medios tecnológicos y la inmediatez de la 

información, lo inc is ivo e i luminador de los medios de comunicación l ibres,   

permit iendo de manera   fácil y accesible  al ciudadano de a pie, poder 

identif icar y  conocer con más clar idad los casos y denuncias cada día más 

vergonzosas producto de la corrupción .   

Y es que hablar de corrupción y control del Estado en países como 

Colombia se fundamenta y desarrol la en conceptos y anál is is completamente 

diferentes si se compara con  naciones de otro l ineamiento de desarrol lo , 

nivel de vida, oportunidades, carencias, costumbres y la misma educación en 

sí,  pues no es de esperar similar reacción ante dos real idades completamente 

diferentes y que profundizan aún más la brecha socioeconómica del 

tercermundismo frente al avance, formación y cultura de apropiación, 

conservación y respeto de los bienes públ icos y el patr imonio individual y 

colect ivo  que resulta evidente y normal  en otros países.   
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Y aunque algunos la consideren más una consecuencia que una causa, 

cualesquiera sean las formas  en que se defina, la corrupción siempre será un 

obstáculo para el cumplimiento apropiado de los f ines del Estado, dando paso 

a intereses part iculares sobre los generales que el ciudadano reconoce como 

tal  y a part ir  de allí  “ la concibe como el comportamiento que se desvía de las 

funciones naturales del cargo público para atender intereses privados (famil ia, 

círculo de amigos, entre otros), obtener ganancias pecuniar ias o posición 

social,  y por otra parte, una aproximación cen trada en el mercado según la 

cual el funcionar io públ ico concibe su trabajo como un negocio cuyos ingresos 

busca maximizar”  (Martínez Cárdenas, 2006) .  

“Desde la expedición de la ley 1150 de 2007 el Estado puede ut i l izar 

Acuerdos Marco. Sin embargo, para ejercer esta potestad era necesario que el 

Gobierno Nacional señalara la ent idad encargada de su diseño, organización y 

celebración. El numeral 7 del artí culo 3 del Decreto 4170 de 2011 estableció 

entre las funciones de Colombia Compra Efic iente el diseño, organización y 

celebración de los Acuerdos Marco. La función de suscr ibir los la asignó a la 

Dirección General,  y a la Subdirección de Negocios le f i jó: ( i)  ident if icar y 

promover mecanismos de adquisición y de agregación de demanda; y ( i i)  

diseñar, organizar y celebrar Acuerdos Marco ” (pag web Colombia Compra 

Efic iente). 

 

  

3.2. Los mecanismos de control en la contratación estatal en Colombia  
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Ante tal escenar io, el Estado colombiano ha tratado de establecer 

mecanismos de control y protección del presupuesto, de manera que el 

ejercic io de la Contratación Estatal ha ido  paulat inamente adquir iendo mayor 

relevancia, r igidez y sever idad en cada uno de sus procesos, especialmente 

en aquel las act ividades o áreas donde solamente con el concurso de 

proveedores externos, se puede lograr sat isfacer las necesidades de 

servic ios, obras, construcciones en las que el Sector pr ivado cuenta con 

exper iencia y capacidad de ejecución, ergo,  “Encontramos entonces que, en 

la administración públ ica, s i lo que se busca es salvaguardar la moralidad 

administrat iva, se aplican leyes, estructuras sociales y regulaciones, como 

medios óptimos para lograr el f in, donde el s istema burocrát ico es el máx imo 

exponente de la racionalización formal,”  (Aguirre, 2007) . 

 

En ese orden de ideas,  inspirados por la necesidad y por experiencias 

exitosas de otros países, desde los orígenes del Estado como tal ,  se han 

implementado elementos que r igen la contratación Estatal,  de hecho,  desde 

antes de la Const itución Polít ica de 1991, el Gobierno ha planteado dist intas 

organizaciones, mecanismos, normativ idad y entes encargados de garantizar 

el control Fiscal del Patr imonio para su correcta ejecución  “Con el f in de 

regular la manera, forma y mecanismo de contratación, selección y 

adjudicación de contratos, de tal suerte que, en pr imera medida, benefic ie el 

interés general sobre el interés part icular. Es decir,  que pr ima el interés del 

Estado en proteger el patr imonio públ ico, sin que ello impl ique desconocer el 

interés y derechos del part icular en cuanto a la justa retr i bución de sus 
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servic ios o bienes ofertados, procurando un equi l ibr io entre los intereses del 

uno y del otro”  (Heras & Mendoza, 2021)   

Así se habían expedido “diversas    leyes    que    regulaban las 

disposiciones    de    contratación en    la administración públ ica,   sin   

embargo, esa reglamentación   presentaba   serias falencias como  el  exceso  

de trámites,  requisitos  y  proced imientos que  se  debían efectuar  en  la  

celebración  de  contratos,  las  diferentes  revis iones  por  las  cuales tenía   

que   pasar   un   proceso   de   contratación   y   los   diversos   regímenes 

contractuales”  (Cifuentes, 2014)  

De la mano de la expedición de la Ley 1150 de 2007  y bajo los 

principios de la ley 80 de 1993, el Gobierno Nacional colombiano ha 

determinado la ut i l ización de los Acuerdos Marco de Precios como mecanismo 

procedente para la protección de los intereses y metas propuestas por el 

Estado. En el mismo sentido, a través del Decreto 4170 de 2011, en el 

numeral sépt imo (7°)  de su artículo tercero (3°), se definió a Colombia Compra 

Efic iente como ent idad encargada del diseño, organización y celebración de 

tales acuerdos.  

Corolar io de lo anter ior, y como resulta claro, el diseño, la organización 

y celebración de los Acuerdos Marco de Precios se hal lan dispuesto por la 

agencia Colombia Compra Efic iente, la cual  a su vez, ha estudiado, formulado 

y establecido procedimientos específ icos para la adecuada  ejecución de las 

práct icas l igadas a esta especial f igura en el marco de la contratación estatal,  

asignando responsabi l idades puntuales a la Dirección General de Colombia 

Compra Ef ic iente y a la Subdirección de Negocios , respectivamente, en lo 

tocante pr imordialmente  a “( i)  identif icar y promover mecanismos de 
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adquisic ión y de agregación de demanda; & ( i i)  diseñar, organizar y celebrar 

Acuerdos Marco de Precios ”  (Colombia Compra, 2020) .  

 

3.3. De la operación de Colombia compra ef iciente  

 

La dinámica de operación de esta f igura pende de la ejecución de dos (2) 

t ipos de transacciones, a saber, ( i)  operaciones pr incipales y (b) operaciones 

secundarias. No obstante, lo anterior, es menester advert ir  que 

conceptualmente, los Acuerdos o Convenio s Marco de Precios se est iman 

como “una herramienta para que el Estado agregue demanda y central ice 

decisiones de adquisic ión de bienes, obras o servic ios esencialmente para 

tres f ines:  

 

a. Producir economías de escala;  

b. Incrementar el poder de negociación del Estado;  

c. Compart ir  costos y conocimiento entre las diferentes agencias o 

departamentos del Estado ”  (Colombia Compra, 2013) .  

 

Desde luego, observando lo ya precisado, el Acuerdo Marco de Precios, 

corresponde entonces  a un contrato celebrado entre un representante de los 

compradores y uno o varios proveedores que contiene  en estándares 

generales la identif icación del bien o servic io a ejecutar, el precio máximo de 

adquisic ión proyectado para éste, una relación de garantías mínimas para la 

ejecución sucesiva del contrato y un plazo mínimo de entrega de lo pactado, 



14 
 

al igual que las condiciones  generales y  específ icas a través de las cuales un 

comprador puede vincularse a dicho acuerdo . 

Ciertamente, se trata de una part icular forma de brindar garantía, 

respaldo y segur idad a convenios y acuerdos ejecutados por la Administración 

Públ ica y un instrumento de vinculación a los contrat istas, en la medida en 

que, generalmente quienes se vinculan a éstos, manif iestan a través del 

acuerdo, la c lara e indiscut ible  intención de formalizar un compromiso 

contractual que los obl igue de manera mutua a cumplir las condiciones del 

mismo, derivando a su vez en la colocación de una orden de compra para la 

adquisic ión de los bienes o servic ios previstos en el acuerdo; en todo caso, de 

suma importancia, bajo los entendidos de const ituirse en un amparo adicional 

a lo ya convenido.  

 

3.4. De las funciones  

 

Pues bien, en cuidado de la estructura de solución y conf iguración de los 

Acuerdos Marco de Precios  surge implíc i ta la div is ión de labores efectuadas 

por el Gobierno Nacional,  debiéndose, en principio, ( i)  identif icar los bienes y 

servic ios de característ icas uniformes y de común ut i l ización que deben 

part ic ipar inexorablemente del objeto de un Acuerdo Marco de Precios & ( i i)  el 

estudio del mercado correspondiente, teniendo en cuenta la oferta nacional e 

internacional,  así como la demanda de tales bienes y servic ios por parte de 

las entidades públ icas, y que el interés de éstas sean objeto de un Acuerdo 

Marco de Precios.  
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En esta operación pr incipal de funciones, Colombia Compra Eficiente, 

no ejecuta recursos públicos del Acuerdo Marco de Precios, no requiere de un 

cert if icado de disponibil idad presupuestal para suscr ibir el mismo y, en todo 

caso, ostenta la cal idad de administrador, por lo cual,  las eventuales 

circunstancias no deseadas que se puedan gestar se hallan reducidas 

considerablemente, brindando oportunidades y escenarios de los diferentes 

procesos de selección a efectos de escoger los proveedores requer idos, 

designándose una protección adicional a los procesos adelantados por la 

Administración.  

Los Acuerdos Marco de Precios, por lo que viene dicho, son una forma 

de af ianzamiento especial,  de uso obligatorio para las ent idades de la rama 

ejecutiva del poder públ ico, hal lándose sometidas, en el orden nacional,  al 

Estatuto General de Contratación de  la Administración Públ ica; así mismo, 

dadas sus part icular idades, s in perjuic io de que los organismos autónomos y 

de las ramas legislat ivas y judicial ,  así como los entes terr itor iales, pueden 

adher irse a éstos.  

En cuidado de lo anterior, Colombia se ha preocupado por la 

estandarización y dinamización de una economía de escala, generación de 

ef ic iencia en el sistema y transparencia, a part ir  de información condensada, 

mejores precios y resultados, c larif icación de  las condiciones del Estado, 

mejor gestión administrat iva a través del acceso a los procesos de compras 

públicas con la intención de conocer las diferentes formas cómo se 

contrataban al interior del país; construyéndose, en últ imas, una forma de 

central ización de decisiones al momento de adquir ir  bienes, obras o servic ios, 

de una manera tal que se generase un alto grado de parametr ización 
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amparado en la información y conocimiento cierto, con ocasión a las labores 

de contratación adelantadas por el Estado.  

Por supuesto, los Acuerdos Marco de Precios son el resultado de un 

estudio y reconocimiento en el mercado que, una vez ident if icadas las 

necesidades de las entidades, material izan la labor de Colombia Compra 

Efic iente en la selección de proveedores que pue dan cumplir con los 

requer imientos expresados por las ent idades, para poster iormente celebrar un 

contrato que se enmarcará en los mentados acuerdos, dado que este 

mecanismo const ituye una herramienta y/o canal que permite la promoción y 

part ic ipación de entes part iculares para su vinculación contractual,  generando 

un cuadro de óptimas condiciones básicas de negociación dentro de un 

universo de requerimientos constantes que demanda el Estado y sus diversas 

manifestaciones (macro y micro) en su quehacer y a part ir  de obras, bienes y 

servic ios que componen un sistema sostenido en el comerc io constante 

(Rodríguez Ramos, J. D., 2021).  

Así pues, los Acuerdos Marco de Precios han sido conocidos 

internacionalmente como mecanismos potencialmente ef icaces en el mercado 

de la contratación estatal.  Según la práct ica, la jur isprudencia y la doctr ina 

internacional,  los acuerdos marco  pueden a términos generales ser 

considerados como “acuerdos entre uno o más organismos contratantes y 

operador económico(s) (…) para establecer las condiciones que r igen los 

contratos o adjudicar durante un periodo determinado (…) con respecto a 

precio y… las cant idades previstas”  (Canalda, 2014)   
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Como resulta lógico, el esquema adoptado debe desarrol larse con 

sujeción a los postulados de la función administrat iva de igualdad, moral idad, 

ef icacia, economía, celeridad, imparcial idad y publ ic idad establecidos en el 

artículo 209 de la Constitución Polít ica, en el mismo se gar ant izará también, 

lo dispuesto en el estatuto super ior en relación con la l ibertad de mercados y 

la competit iv idad, entre otros. Por tanto, las convocator ias adelantadas para 

su celebración deben establecer mecanismos que mater ialic en el orden 

constitucional.  No obstante, las def inic iones que se generan concentran su 

atención en dos grandes rasgos comunes: “( i)  La agregación de la demanda 

de bienes y servicios a ser entregados o prestados en diferentes momentos en 

el t iempo y ( i i)  la adopción de un proceso de adquisición de dos etapas ” 

(Pachón & Vergara, 2019)    

Se colige, de conformidad a los aspectos ya acotados que, en esencia, 

los Acuerdos Marco de Precios establecen los siguientes benefic ios en 

materia de transparencia, ef ic iencia, moral idad e imparcial idad:  

 

( i)  Reducción del volumen de procesos de contratación;  

( i i)  Actuación del Estado como único comprador, unif icando términos y 

condiciones para el suministro de bienes y servic ios para el 

Estado;  

( i i i)  Identif icación junto con ent idades públ icas de oportunidades de 

negocio sobrevinientes;  

( iv)  Diseño, estructuración, negociación y f irma directa de prebendas 

en favor de la Administración Públ ica;  

(v) Seguimiento a la ejecución de los compromisos pactados;  
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(vi)  Atención directa a las consultas y requer imientos suscitados entre 

las partes.  

 

Si bien, le permite a la Administración Públ ica una mayor faci l idad y 

f lexibil idad en el manejo de los procesos de contratación a causa de la 

concurrencia de mayores garantías, la transparencia de estos procesos se 

hal la entredicha en la medida en que no se busca otra cosa que dotar de 

pulcritud y clar idad a las actuaciones de la Administración, descartando así 

todas aquellas conductas que resultan opacas, ensombrecidas, clandest inas u 

ocultas y por tanto, en suma deben considerarse ajenas al interés públ ico y a 

los f ines de la contratación de los entes estatales; empero, favoreciéndose 

indirectamente a las grandes empresas.  

 

3.5. De la normat ividad 

 

Como génesis de nuestro vigente sistema de contratación tenemos la 

ley 80 de 1993, quien data de los pr incipios or ientadores y la base 

fundamental para el desarrol lo de todos los mecanismos y procedimientos 

normados a través de la basta leyes, decretos y r esoluciones.  “En materia de 

contratación públ ica,  la pr incipal apl icación del principio de transparencia 

t iene cabida en el área propia de la selección de los contrat istas, en la cual se 

ubican los procedimientos administrat ivos que, en todos los casos, d eben 

edif icarse sobre las bases de.” i)  la igualdad respecto de todos los 

interesados; i i)  la objet ividad, neutralidad y clar idad de la reglas o 

condiciones impuestas para la presentación de las ofertas; i i i )  la garantía del 
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derecho de contradicción; iv) la publ ic idad de las actuaciones de la 

Administración; v) la motivación expresa, precisa y detal lada del informe de 

evaluación, del acto de adjudicación o de la declaratoria de desierta; v) la 

escogencia objet iva del contrat is ta idóneo que ofrezca la oferta más favorable 

para los intereses de la Administración”.  (Fajardo, 2007) “.  

Así, la ley 1150 de 2007 en sus artículos 2° cataloga como una forma de 

adquisic ión de bienes y servic ios  y 3° indica que “el Gobierno Nacional 

desarrol lará el Sistema Electrónico para la Contratación Públ ica, Secop, el 

cual:  a) Dispondrá de las funcional idades tecnológicas para real izar procesos 

de contratación electrónicos bajo los métodos de selección señalados en el 

artículo 2o de la presente ley según lo defina el reglamento; b) Servirá de 

punto único de ingreso de información y de generación de reportes para las 

entidades estatales y la ciudadanía; c) Contará con la información of icial de la 

contratación real izada con dineros públ icos, para lo cual establecerá los 

patrones a que haya lugar y se encargará de su difusión a través de canales 

electrónicos y; d) Integrará el Registro Único Empresar ial de las C ámaras de 

Comercio, el Diario Único de Contratación Estatal y los demás sistemas que 

involucren la gestión contractual públ ica”.  

A través del decreto 4170 de 2011, se crea la Agencia Nacional de 

Contratación Públ ica –Colombia Compra Efic iente– ,  se determinan sus 

objet ivos y estructura. En el numeral 7° del artículo tercero “Diseñar, 

organizar y celebrar los acuerdos marco de precios y demás mecanismos de 

agregación de demanda de que trata el artículo 2o de la Ley 1150 de 2007, de 

acuerdo con los procedimientos que se establezcan para el efecto”.  

  



20 
 

3.6. Frente a las entidades terr itor iales  

 

Es fáci l identif icar una aparente diferencia conceptual entre el pr incipio 

de autonomía de las entidades terr itor iales si se analiza desde la 

estructuración y concertación de los Acuerdos Marco de precios, al querer de 

la Const itución Polít ica Nacional formalizar un estado descentral izado y 

autónomo siempre que se consideren al ineados a  los límites de la carta 

magna. 

De esta manera, el mecanismo de contratación anal izado se aparta del 

concepto del manejo y distr ibución de los bienes y servic ios que cada ente 

terr itor ial de manera part icular establece y defiende ante el ejercic io de 

satisfacer las necesidades de sus habitantes de manera autónoma, ya que no 

se encuentran considerados dentro de los términos de concertación en la 

creación e implementación de los acuerdos marco de precios.   

 

  Al f inal los Acuerdos simplemente propenden por establecer a todas las 

entidades del Estado Colombiano incluidas las terr itor iales, de procedimientos 

l icitatorios claros y del imitados, que determinen el catálogo de bienes de una 

forma claramente organizada y ef iciente al momento de la adquisic ión de 

bienes y servic ios y por el hecho de que se orienten de manera gene ral y no 

part icular a cada ent idad terr itor ial,  no la hace desfavorable o errada dentro 

del s istema de contratación públ ico nacional,  ya que n o vulnera la autonomía 

terr itor ial y sus elementos, antes por el contrario acompaña desde la línea 

vert ical y la discrecionalidad de los gobernantes de turno a la correcta 
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adquisic ión de bienes y servic ios, material izando así su autonomía 

gubernamental.   

Sin embargo, puede entreverse una discrepancia hipotét ica en cuanto a 

la demarcación de los límites de acción, bajo el entendido que al entrar en 

vigor la obl igatoriedad de cumplimiento de los Acuerdos Marco de precios el 

sistema de contratación estatal se  robusteció, estableciendo tal vez lo que se 

podría denominar como un nuevo concepto de autonomía terr i tor ial en mater ia 

de Contratación Estatal.   

Lo anter ior, habida cuenta de que si bien, son un mecanismo de 

obl igatorio cumplimiento para todas las entidades terr itor iales (entre otras), 

también exhorta a la central ización de las decisiones administrat ivas en 

materia de procesos de adquisic ión contraponiéndose al querer previamente 

citado de autonomía administrat iva, asomándose a un l igero escozor entre las 

partes  que aún no encuentran el espacio claro para def inir a autonomía como 

tal en todos los ámbitos de su apl icar.  

 

4. Conclusiones 

 

Ante escenar ios internacionales que data de la corrupción ,  Colombia “se 

ubica en el puesto 92 entre 180 países”  (Transparencia Por Colombia, 2021) , 

un hecho que no se puede tapar con un dedo. Es evidente que el país se 

encuentra ante esta real idad, la cual evidencia la necesidad de hacer frente 

con herramientas sól idas y fortalecidas.  En este orden de ideas y con el 

ánimo de establecer l ineamientos para las acciones contractuales con El 

estado,  Los Acuerdos Marco de precios,  se presentan como un elemento de 
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uso obl igator io para cualquier t ipo de contratación que haya lugar desde y 

hacia el Estado desde el ámbito central o hacia las ent idades 

descentral izadas, Siendo el objeto de su celebración  “el cumplimiento mismo 

de los f ines estatales, la prestación de s ervic ios garantía y material ización de 

los derechos constitucionales de los part iculares”  (Bahamón, 2018) .  

Entendido esto, las entidades terr itor iales ante ser las directamente 

interesadas y conocedoras de las necesidades de su población,  no son 

rectores de sus propios Acuerdos Marco de precios ni les está permit ido 

establecer reglas para su diseño, organización, celebración y ejecución, 

quedando orientadas por los pr incipios establecidos desde el orden Nacional y 

éstos a su vez, tampoco alcanzan a interpretar apropiadamente el sentir  

part icular  de cada entidad terr itor ial en sí desdibujando el concepto de 

autonomía enantes citado, tal vez por la misma necesidad de vert ical idad en 

las decisiones y unanimidad en criter ios de protección  de la inst itucional idad 

y patr imonio público ante todo, génesis y propósito últ imo del mismo 

concepto.   

A pesar de los logros y dif icultades, el s istema de Contratación del 

Estado ha dado resultados alentadores, s in embargo, está aún por nutr ir  y 

fortalecer desde lo jurídico en miras no solo a cumplir su objeto primar io, s ino 

a establecer pautas para futuros compromisos y or ientaciones.  

Vale la pena resaltar  que a pesar de los logros alcanzados, aún existen 

lunares por corregir,  tal es el caso de la ef ic iencia y la cal idad en los bienes y 

servic ios contratados, teniendo entendido que los Acuerdos Marco de precios 

solo proponen el logro de  unas condiciones l imitadas y esperadas lejanas en 

muchos casos a la excelencia, así el ideal de   óptima cal idad en la 
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contratación, va mostrando que éstos están más encaminados a  determinar al 

mejor proponente en términos de asumir las posibles contingencias der ivadas 

del objeto contractual,  sino solo a indicar si los proponentes cumplen unos 

requisitos mínimos ”  (Bahamón, 2018) .   

En general,  los Acuerdos Marco de Precios son una herramienta út i l  para 

hacer la contratación pública más transparente y ordenada. Al establecer 

precios y condiciones iguales para todas las entidades, se reducen muchas de 

las práct icas que suelen dar pie a  la corrupción, como los sobrecostos y el 

direccionamiento de contratos.  

En Colombia, su implementación a través de Colombia Compra Efic iente 

ha permit ido mejorar la ef iciencia y faci l i tar los procesos de compra, aunque 

todavía hay retos importantes. Los Acuerdos Marco de Precios funcionan bien, 

pero no lo solucionan todo: requ ieren buena supervisión, s istemas de 

información conf iables y entidades públ icas capacitadas para usarlos 

adecuadamente.  

Podríamos f inal izar dic iendo que los Acuerdos Marco de Precio , ayudan a 

prevenir la corrupción, pero solo son efect ivos cuando se hace uso de las 

buenas práct icas en la contratación estatal.  
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